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INTRODUCCIÓN

			La labor que desarrolla la Inspección de Trabajo y Seguridad Social constituye el control y la fiscalización del cumplimiento normativo del ordenamiento jurídico social. Ello implica una serie de actuaciones de policía que deben ser tenidas en cuenta por aquellas personas afectadas por dichas actuaciones.

			El desconocimiento de las acciones u omisiones que resulten infracciones, a los efectos de la normativa laboral, puede llevar a situaciones muy desfavorables para las empresas y profesionales que desarrollen actividades económicas, por lo que la evitación de dicho riesgo viene siendo una situación cada vez más demandada por los implicados en las relaciones laborales.

			La motivación primera, para llevar a cabo esta obra, ha sido plantear unas herramientas didácticas adaptadas a la práctica profesional, cuyo destinatario va a ser el alumnado que curse la asignatura de Derecho Sancionador del Trabajo. Sin embargo, dado su rigor científico y propuesta innovadora, puede ser de gran ayuda a todo aquel profesional del Derecho que necesite satisfacer cualquier tipo de duda relacionada con las infracciones en el orden social, las sanciones, las actuaciones de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social o el propio procedimiento administrativo sancionador.

			Desde el proceso de contratación, pasando por la correcta comunicación de afiliaciones, altas, bajas, variaciones de datos, cotizaciones, entrega de recibos salariales, jornada de trabajo, vacaciones, promociones profesionales, actuaciones de discriminación, información a los representantes de los trabajadores, la formación profesional para el empleo, hasta la extinción de la relación laboral, finiquito o indemnizaciones, la propia relación laboral conlleva un sinfín de situaciones jurídicas cuya importancia no radica exclusivamente en su materialización conforme a los dictados normativos reguladores, sino que resulta vital conocer las implicaciones que conlleva no seguir los dictámenes normativos de manera correcta, la tipología y calificación de sanciones que pueden acarrear dichas acciones ilegales, la estructura, facultades y acciones que pueden llevar a cabo los funcionarios de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, junto con las pautas y dictados que rigen el procedimiento administrativo, no sólo como medio jurídico por el que discurre la tramitación administrativa del expediente sancionador, sino también como herramienta a través de la cual los interesados pueden ejercer su legítimo derecho a la defensa de sus intereses y alegar todas aquellas cuestiones que consideren oportunas para defender las actuaciones inspeccionadas.

			Hay que recordar que el Derecho Sancionador del Trabajo no sólo implica la vigilancia del cumplimiento de la normativa que rige las relaciones laborales normalizadas, sino que, además, vigila las acciones de trabajadores solicitantes y beneficiarios de las distintas prestaciones del sistema de Seguridad Social, o las acciones de la propia Administración Pública cuando actúa como empleadora de trabajadores por cuenta ajena en situaciones formalizadas mediante una relación laboral.

			El propio devenir frenético legislativo en el orden social, al que estamos teniendo oportunidad de asistir los profesionales del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, sobre todo en las últimas décadas, tiene dos puntos de vista interpretativos que, aun antagónicos, irremediablemente van de la mano. Por un lado, se entiende que la labor legislativa pretende adaptar la normativa reguladora al continuo entorno cambiante producido, por los múltiples ciclos económicos, y por las distintas circunstancias de crisis o de momentos de mayor incidencia dentro de los propios ciclos económicos. Por otro lado, esta continua labor legislativa, que no pocas ocasiones regula y modifica los mismos aspectos una y otra vez en función de la interpretación política que el legislador lleve a cabo de la realidad socioeconómica, puede presentar situaciones de inseguridad jurídica, que afectan a aquellas personas que forman parte de una relación laboral o son beneficiarios o solicitantes de prestaciones sociales. Así, la continua actualización y adaptación de los instrumentos didácticos resulta de vital importancia para la idónea formación de profesionales competentes.

			El análisis y estudio de la asignatura de Derecho Administrativo Sancionador del Trabajo resulta clave para el conocimiento de las posibles actuaciones de la ITSS y de la configuración y estructura del propio Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social. La impartición de la asignatura en el Grado de Relaciones Laborales y Recursos Humanos aporta los conocimientos técnicos y competencias profesionales suficientes para la formación jurídico-técnica de los profesionales en la materia, con los que poder desarrollar su actividad profesional asesorando a los implicados en los procedimientos administrativos que se generen e interviniendo en las distintas fases de la tramitación del correspondiente expediente administrativo, representando al asesorado.

			Dicha cuestión es la que se ha querido poner en valor con la edición del ejemplar que se presenta y que permite, además de adquirir los conocimientos técnicos y jurídicos correspondientes, la realización de actividades cercanas a la práctica real, a través del material propuesto de la mano y bajo la tutorización y dirección del profesional docente.

			Para ello partimos del propio título de la obra cuyo fin se presenta significativo al hilo de la cuestión. La principal fijación que hemos tenido los autores a la hora de elaborar el manual ha sido intentar llevar al aula, la posibilidad de poner en práctica los conocimientos teóricos de la mano de un instrumental didáctico, especialmente pensado para tal propósito.

			La obra se divide claramente en tres partes. La primera, titulada «Aproximación teórica al Derecho Administrativo Sancionador del Trabajo», donde hemos tratado de acercar al alumnado las nociones y conocimientos técnico-jurídicos necesarios para poder conocer, entender y analizar la disciplina estudiada. Esta parte se presenta mediante la propuesta de siete capítulos o temas donde se expone la totalidad de los aspectos disciplinares de estudio necesarios y reflejados en la guía docente, mediante una estructura coherente y de fácil asimilación para su estudio, cuyo desarrollo ha implicado una exquisita labor de rigurosidad científica, que permitirá al alumno adquirir las competencias necesarias para obtener una correcta comprensión y análisis de la disciplina jurídica.

			La segunda parte, titulada «Recursos didácticos para la adquisición de competencias profesionales», está dirigida y enfocada, por una parte, a la consolidación de los conocimientos adquiridos tras el estudio del capítulo correspondiente mediante la realización de diferentes test. Por otra parte, se propone una serie de casos prácticos, cogidos muchos de ellos de situaciones reales, donde se exige al alumnado la puesta en práctica de los conocimientos adquiridos para la resolución de dichas situaciones.

			La tercera parte, titulada «Formularios Oficiales de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social», con la que se ha pretendido dos objetivos concretos. Por una parte, acercar los formularios oficiales al alumnado y provocar un primer contacto con la realidad administrativa. En segundo lugar, establecer el marco apropiado para poder trabajar con dichos formularios e iniciar al alumnado en la práctica administrativa con el fin de la adquisición de competencias varias como la redacción de escritos oficiales, la defensa escrita de cuestiones bajo actuaciones inspectoras, la interposición de recursos administrativos o la reclamación o alegación que pueda suscitar la propia defensa de las acciones inspeccionadas.

			Por lo tanto, esperamos que toda persona que utilice la obra de referencia bien para acercarse a la disciplina por primera vez, en caso del alumnado, bien aquellos profesionales del Derecho que necesiten solventar sus dudas, queden totalmente satisfechos y resueltas sus necesidades y expectativas.

			El reciente fallecimiento de la Dra. D.ª M. José Rodríguez Crespo, directora y coautora de esta obra, merece que a título póstumo se le haga aquí un breve reconocimiento a su personalidad y a su carrera profesional. Fue la personalización del esfuerzo, de la perseverancia, de la realización personal a través del trabajo, de la gratitud y de la generosidad más absoluta hacia todos sus compañeros de trabajo y hacia sus alumnos. Más de 20 años de profesión docente la avalaban como una de las profesoras más queridas, tanto por alumnos como por compañeros de trabajo, en la Facultad de Ciencias del Trabajo de la Universidad de Córdoba, donde impartía Derecho Sancionador del Trabajo entre otras asignaturas pertenecientes al Grado de Relaciones Laborales y Recursos Humanos.

			Para mí fuiste primero profesora; luego, mi guía y mi luz profesional y, finalmente, la continua y estrecha relación que mantuvimos desde 2014, acabó por convertirnos en amigos confidentes. Espero que donde estés, te sientas orgullosa de tu legado y de todos nosotros, aquellos a quienes nos regalaste tu más preciado tesoro: tu fuerza, tu espíritu, tu generosidad... tu personalidad.

			Con mucho cariño de mi parte, de toda tu familia y de todos aquellos que tuvimos la gran suerte de conocerte, de apreciarte, de valorarte y de quererte.

			JOSÉ BASCÓN MARÍN

			«Lo que dejas detrás de ti no es tanto lo que queda grabado en las estatuas de piedra sino aquello que queda tejido en las vidas de los demás. El legado más preciado que puede transmitir un maestro no son tanto sus saberes sino la forma de comprender el mundo. El maestro no enseña lo que sabe; enseña lo que es; comprender para comprendernos» (Cicerón)
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			CAPÍTULO I

			
LA POTESTAD SANCIONADORA DE LA ADMINISTRACIÓN LABORAL

			SUMARIO. 1. LA POTESTAD SANCIONADORA DE LA ADMINISTRACIÓN. 2. LA POTESTAD SANCIONADORA DE LA AUTORIDAD LABORAL. 2.1. Marco general. 2.2. Materias objeto de sanción. 2.3. Aplicación en el ámbito laboral de los principios sustantivos de la actividad administrativa sancionadora. 3. PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES APLICABLES A LA POTESTAD SANCIONADORA EN EL ORDEN SOCIAL. 3.1. El principio de legalidad. 3.1.1. El principio de legalidad: delimitación constitucional y legal. 3.1.2. La doble garantía del principio de legalidad. 3.1.2.1. Garantía formal del principio de legalidad o principio de reserva de ley. 3.1.2.2. Garantía material del principio de legalidad o principio de tipicidad. 3.1.3. La aplicación del principio de tipicidad en el ámbito laboral. 3.2. El principio de irretroactividad. 3.2.1. Concepto y regulación constitucional y legal. 3.2.2. Fundamento y alcance de la prohibición de retroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables: la retroactividad «auténtica» y la retroactividad «impropia». 3.2.3. El principio de irretroactividad y la restricción de derechos individuales. 3.2.4. La aplicación del principio de irretroactividad en el ámbito laboral. 3.3. El principio de proporcionalidad de la sanción. 3.3.1. Concepto y regulación legal. 3.3.2. La aplicación del principio de proporcionalidad en el ámbito laboral. 3.4. El principio de presunción de inocencia y la veracidad de las actas de la Inspección de Trabajo. 3.4.1. Concepto y regulación legal. 3.4.2. Aplicación del principio de presunción de inocencia en el ámbito laboral. 3.5. El principio de culpabilidad. 3.6. El principio non bis in idem. 3.6.1. Concepto y regulación legal. 3.6.2. El contenido del principio non bis in idem. 3.6.3. La aplicación del principio non bis in ídem en el ámbito laboral.

			
1. LA POTESTAD SANCIONADORA DE LA ADMINISTRACIÓN

			Nuestro ordenamiento jurídico se caracteriza por un fuerte intervencionismo estatal. La intervención de la Administración Pública en dicho control ha sido muy intensa en sistemas como el nuestro que han tomado al sistema napoleónico francés como modelo de estructuración de los poderes públicos. Y ello ha tenido reflejo en el papel que la Administración juega a la hora de controlar y vigilar el cumplimiento de la legislación laboral por parte de los sujetos implicados en las relaciones laborales (CRUZ VILLALON, J., 2008).

			La intervención administrativa en el ámbito de las relaciones laborales se realiza a través de técnicas variadas, que han sido calificadas por la doctrina administrativa de «facultades de policía», entre las que se encuentran, por ejemplo, las funciones registrales formales o de mera recepción de información, las de certificación, autorización, etc. Entre dichas facultades, destacaremos, por el objeto de nuestro estudio, las facultades sancionadoras, que pueden consistir en sanciones económicas; cierre del centro de trabajo por riesgos graves e inminentes de accidentes de trabajo (art. 21.3 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales); suspensión de actividades autorizadas de las empresas de trabajo temporal, etc.

			La regulación de la potestad sancionadora de la Administración se contiene actualmente en dos normas legales: la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPACAP, en adelante) y en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP, en adelante).

			El procedimiento sancionador es un procedimiento administrativo; concretamente se trata de un procedimiento especial dentro del procedimiento administrativo común, regulado por la LPACAP. En cambio, los principios que informan el ejercicio de la potestad sancionadora y que resultan aplicables en el ámbito laboral, se regulan en el Capítulo III del Título Preliminar de la LRJSP.

			Ambas normas resultan de aplicación a todas las Administraciones Públicas (arts. 2 LPACAP y 2 LRJSP), lo cual se deriva del art. 149.1.18 CE, en cuanto que establece que el Estado tiene competencia exclusiva sobre «Las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del régimen estatutario de sus funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común, ante ellas; el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas» (SSTC 14/1996, de 31 de enero y 87/1985, de 16 de julio).

			En el caso concreto de los procedimientos administrativos para la imposición de sanciones por infracciones en el orden social, la Disposición Adicional primera de la LPACAP dispone que se regirán por su normativa específica y, supletoriamente, por lo dispuesto en esta Ley, tanto las actuaciones y procedimientos de gestión, inspección, liquidación, recaudación, impugnación y revisión en materia de Seguridad Social y Desempleo, como las relativas al orden social [D.A.1.ª 2 b) y c) LPACAP].

			No obstante, como veremos, la aplicación supletoria de la LPACAP debe ser matizada, como antes lo fue la aplicación supletoria de la LRJAP y PAC (FERNANDEZ MONTALVO, R. 1994, 24), por cuanto ha de distinguirse entre la regulación del procedimiento, en el que el carácter supletorio resulta incuestionable, y los principios sustantivos de la potestad sancionadora, que creemos que, sin lugar a dudas, resultan de aplicación directa en el orden social.

			
2. LA POTESTAD SANCIONADORA DE LA AUTORIDAD LABORAL

			
2.1. MARCO GENERAL


			La Constitución Española no reconoce propiamente la potestad sancionadora de la Administración, pero puede deducirse de su art. 5, apartados 1 y 3.

			El art. 25.1 de la Constitución Española dispone que: «Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento». Y el art. 25.3 CE: «La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directamente o subsidiariamente impliquen privación de libertad».

			El Tribunal Constitucional ha tenido ocasión de analizar y extraer conclusiones de este reconocimiento constitucional, como veremos (por ejemplo, en la STC 77/1983, de 3 de octubre).

			En el ámbito laboral, la regulación de la potestad sancionadora de la Administración se recoge en la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social aprobada por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 agosto (LISOS, en adelante). Esta norma permite la efectiva posibilidad de imponer sanciones administrativas frente a las constatadas infracciones administrativas de la legislación laboral (CRUZ VILLALÓN, J., 2008).

			Así lo concreta el art. 1.2 LISOS: «Las infracciones no podrán ser objeto de sanción sin previa instrucción del oportuno expediente, de conformidad con el procedimiento administrativo especial en esta materia, a propuesta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, sin perjuicio de las responsabilidades de otro orden que puedan concurrir».

			Para garantizar el control de la actuación de la Administración Pública en el ámbito sancionador, el Tribunal Constitucional ha delimitado el concepto de sanción administrativa. La sanción es, pues, una «medida restrictiva de derechos que se aplica a supuestos en los que ha existido una infracción de la Ley y desempeña una función de castigo» (STC 276/2000, de 16 de noviembre). De esta definición se desprende la necesidad de que concurran tres elementos para poder imponer una sanción: 1) una infracción de la normativa vigente; 2) una medida restrictiva de derechos ocasionada por la sanción; y 3) una finalidad represiva o de castigo de la resolución adoptada.

			Junto a ello, ha de tenerse presente que la imposición de una sanción conlleva la necesidad de iniciar un procedimiento administrativo sancionador que, en el ámbito laboral, se encuentra regulado por el RD 928/ 1998, de 14 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento General sobre procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones de orden social y para los expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad Social (RISOS, en adelante).

			
2.2. MATERIAS OBJETO DE SANCIÓN


			Desde un punto de vista objetivo, son muchas y muy variadas las materas sobre las que se puede llevar a cabo una conducta calificable como infracción administrativa, a efectos de ejercer la potestad sancionadora, por parte de la Administración Laboral. La LISOS contiene un amplio elenco de tales conductas, pudiendo clasificarlas en los siguientes bloques, siguiendo la delimitación que de ellas hace: 1) conductas contrarias a la legislación laboral en general; 2) infracciones en materia de prevención de riesgos laborales; 3) infracciones en materia de empleo; 4) infracciones en materia de Seguridad Social; 5) infracciones en materia de emigración, movimientos migratorios y trabajo de extranjeros; 6) infracciones en materia de sociedades cooperativas.

			
2.3. APLICACIÓN EN EL ÁMBITO LABORAL DE LOS PRINCIPIOS SUSTANTIVOS DE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA SANCIONADORA


			La jurisprudencia del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo también han confirmado la aplicabilidad de los principios del derecho penal al derecho administrativo sancionador, dado que ambos son manifestaciones del ordenamiento punitivo del Estado, tal y como refleja la misma Constitución (STC 18/1981, de 8 de junio, asumiendo jurisprudencia anterior del Tribunal Supremo, de 29 de septiembre de 1980). No obstante, la aplicación de dichos principios debe hacerse con matices, no pudiendo hacerse mecánicamente, es decir, sin ponderar los aspectos que diferencian a uno y a otro sector del ordenamiento jurídico (STC 76/1990). De igual modo, dichos principios también resultan aplicables en el ámbito laboral al ser parte integrante de la Administración General del Estado, modulando el ejercicio por parte de la Administración laboral de su potestad sancionadora (art. 2 LRJSP).

			
3. PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES APLICABLES A LA POTESTAD SANCIONADORA EN EL ORDEN SOCIAL

			
3.1. EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD


			3.1.1. El principio de legalidad: delimitación constitucional y legal

			El principio de legalidad se encuentra claramente delimitado en el art. 25.1 CE cuando establece que «nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento».

			En torno a las exigencias que el art. 25.1 CE dirige a las normas sancionadoras, el Tribunal Constitucional tiene una asentada y consolidada doctrina (SSTC 162/2008 y 81/2009), en la que se admite que el derecho fundamental enumerado en dicho precepto incorpora la regla «nullum crimen nulla poena sine lege» (ningún crimen, ninguna pena, sin ley), que también resulta aplicable al ordenamiento administrativo sancionador.

			En el plano legislativo, el principio de legalidad se garantiza por el art. 25.1 LRJSP al disponer que «la potestad sancionadora de las Administraciones Públicas se ejercerá cuando haya sido expresamente reconocida por una norma con rango de Ley, con aplicación del procedimiento previsto para su ejercicio y de acuerdo con lo establecido en esta Ley y en la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y, cuando se trate de Entidades Locales, de conformidad con lo dispuesto en el Título XI de la Ley 7/1985, de 2 de abril».

			3.1.2. La doble garantía del principio de legalidad

			El principio de legalidad comprende una doble garantía, material y formal (STC 42/1987, de 7 de abril, y más recientemente, STC 145/2013, de 11 julio, y 104/2009, de 4 mayo):

			3.1.2.1. Garantía formal del principio de legalidad o principio de reserva de ley

			La referencia del art. 25.1 CE a la «legislación vigente» es expresiva de una reserva de Ley en materia sancionadora y determina la necesaria cobertura de la potestad sancionadora de la Administración en una norma de rango legal.

			La garantía formal del principio de legalidad hace referencia tal y como indica la STC 166/2012, de 1 de octubre, al rango necesario de las normas tipificadoras de esas conductas y sanciones, que ha de ser legal y no reglamentario de conformidad con el término «legislación vigente» contenido en el art. 25.1 CE (STC 77/2006, de 13 de marzo). El sentido de esta garantía es «asegurar que la regulación de los ámbitos de libertad que corresponden a los ciudadanos depende exclusivamente de la voluntad de sus representantes» (STC 42/1987, de 7 de abril).

			No obstante, el mandato del art. 25.1 CE no excluye que esa norma contenga remisiones a normas reglamentarias, siempre que en aquélla queden suficientemente determinados los elementos esenciales de la conducta antijurídica (de tal manera que sólo sean infracciones las acciones u omisiones subsumibles en la norma con rango de Ley) y la naturaleza y límites de las sanciones a imponer. El art. 25.1 CE, pues, prohíbe la remisión al reglamento que «haga posible una regulación independiente y no claramente subordinada a la Ley, pero no impide la colaboración reglamentaria en la normativa sancionadora» (STC 83/1984, de 24 de julio).

			El alcance de la reserva de ley no puede ser tan estricto en relación con la regulación de las infracciones y sanciones administrativas, como lo es, en el caso de los tipos y sanciones penales (STC 41/1987, de 7 de abril), bien por razones que atañen al modelo constitucional de distribución de las potestades públicas, bien por el carácter, en cierto modo, no suprimible de la potestad reglamentaria en ciertas materias (STC 2/1987, de 21 de enero), bien, por último, por exigencias de prudencia o de oportunidad que pueden variar en los distintos ámbitos de ordenación territoriales o materiales (SSTC 3/1988, de 21 de enero).

			Por tales razones es doctrina constitucional reiterada que frente a la garantía material, que tiene un «alcance absoluto», la garantía formal «tiene una eficacia relativa o limitada en el ámbito sancionador administrativo, toda vez que no cabe excluir la colaboración reglamentaria en la propia tarea de tipificación de las infracciones y atribución de las correspondientes sanciones, aunque sí hay que excluir el que tales remisiones hagan posible una regulación independiente y no claramente subordinada a la ley».

			De ahí que el Tribunal Constitucional declare que «la garantía formal implica que la ley debe contener la determinación de los elementos esenciales de la conducta antijurídica y al reglamento sólo puede corresponder, en su caso, el desarrollo y precisión de los tipos de infracciones previamente establecidos por la ley» (STC 242/2005). En definitiva, lo que el art. 25.1 CE prohíbe «es la remisión de la ley al reglamento sin una previa determinación de los elementos esenciales de la conducta antijurídica» (STC 104/2009).

			La garantía formal, de exigencia de reserva de Ley en materia sancionadora, tiene una eficacia relativa o limitada en el ámbito sancionador administrativo, dado que no cabe excluir la colaboración reglamentaria en la propia tarea de tipificación de las infracciones y atribución de las correspondientes sanciones, aunque sí hay que excluir el que tales remisiones hagan posible una regulación independiente y no claramente subordinada a la Ley.

			El Tribunal Constitucional ha reiterado que, si bien es cierto que el alcance de la reserva de ley en el ámbito administrativo sancionador no puede ser tan estricto como en el caso de los tipos y sanciones penales, sea por razones que atañen al modelo constitucional de distribución de las potestades públicas, sea por el carácter en cierto modo no suprimible de la potestad reglamentaria en ciertas materias (STC 2/1987), no lo es menos que aquel precepto constitucional exige, en todo caso, «la necesaria cobertura de la potestad sancionadora de la Administración en una norma de rango legal (STC 77/1983) habida cuenta del carácter excepcional que los poderes sancionatorios en manos de la Administración presentan». Ello significa que la reserva de Ley no excluye en este ámbito «la posibilidad de que las leyes contengan remisiones a normas reglamentarias, pero sí que tales remisiones hagan posible una regulación independiente y no claramente subordinada a la Ley» (STC 83/1984). Por consiguiente, la colaboración reglamentaria en la normativa sancionadora sólo resulta constitucionalmente lícita cuando en la Ley que le ha de servir de cobertura queden suficientemente determinados los elementos esenciales de la conducta antijurídica y la naturaleza y límites de las sanciones a imponer (STC 3/1988).

			En definitiva, el art. 25 CE obliga al legislador a regular por sí mismo los tipos de infracción administrativa y las sanciones que le sean de aplicación, sin que sea posible que, a partir de la Ley, se puedan tipificar nuevas infracciones ni introducir nuevas sanciones o alterar el cuadro de las existentes por una norma reglamentaria cuyo contenido no esté suficientemente predeterminado o delimitado por otra con rango de Ley (SSTC 305/1993, 6/1994). Por tanto, la garantía formal implica que la Ley debe contener la determinación de los elementos esenciales de la conducta antijurídica y al reglamento sólo puede corresponder, en su caso, el desarrollo y precisión de los tipos de infracciones previamente establecidos por la Ley (SSTC 42/1987, 60/2000,132/2001, 25/2002 y 242/2005, entre otras). Por ello, se prohíbe toda habilitación reglamentaria vacía de contenido material propio; se prohíbe, en definitiva, la remisión de la Ley al reglamento sin una previa determinación de los elementos esenciales de la conducta antijurídica en la propia Ley (STC 145/2013).

			3.1.2.2. Garantía material del principio de legalidad o principio de tipicidad

			El principio de tipicidad es la exigencia de predeterminación normativa de las conductas infractoras y de las sanciones correspondientes con la mayor precisión posible, para que los ciudadanos puedan conocer de antemano el ámbito de lo proscrito y prever, de esta manera, las consecuencias de sus acciones (SSTC 242/2005, 162/2008, 81/2003 y 135/2010).

			Como señala la STC 104/2009, de 4 de mayo, «la garantía material implica que la norma punitiva permita predecir con suficiente grado de certeza las conductas que constituyen infracción y el tipo y grado de sanción del que puede hacerse merecedor quien la cometa, lo que conlleva que no quepa constitucionalmente admitir formulaciones tan abiertas por su amplitud, vaguedad o indefinición, que la efectividad dependa de una decisión prácticamente libre y arbitraria del intérprete y juzgador».

			El principio de tipicidad aparece derivado del mandato de taxatividad o de lex certa y se concreta en la exigencia de predeterminación normativa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes, que hace recaer sobre el legislador el deber de configurarlas en las leyes sancionadoras con la mayor precisión posible para que los ciudadanos puedan conocer de antemano el ámbito de lo proscrito y prever, así, las consecuencias de sus acciones (por todas, SSTC 242/2005, 162/2008 y 81/2009).

			En relación con las infracciones y las sanciones administrativas se ha admitido por el Tribunal Constitucional que el principio de taxatividad se dirige, por un lado, al legislador y al poder reglamentario, exigiéndoles el máximo esfuerzo posible para garantizar la seguridad jurídica, lo que en modo alguno veda el empleo de conceptos jurídicos indeterminados, aunque su compatibilidad con el art. 25.1 CE se subordina a la posibilidad de que su concreción sea razonablemente factible en virtud de criterios lógicos, técnicos o de experiencia; y por, otro, afecta a los aplicadores del Derecho Administrativo sancionador, obligándoles a atenerse, no ya al canon de interdicción de arbitrariedad, error patente o manifiesta irrazonabilidad derivado del art. 25 CE, sino a un canon más estricto de razonabilidad, lo que es determinante en los casos en que la frontera que demarca la norma sancionadora es borrosa por su carácter abstracto o por la propia vaguedad y versatilidad del lenguaje (STC 297/2005).

			Desde esta perspectiva, el principio de tipicidad, vinculado «indisolublemente con el principio de seguridad jurídica (art. 9.3 CE)», se traduce, en particular, en «la necesidad de que la Administración en el ejercicio de su potestad sancionadora identifique el fundamento legal de la sanción impuesta en cada resolución sancionatoria» (STC 297/2005).

			En suma, la garantía material tiene un alcance absoluto, de manera que la norma punitiva aplicable ha de permitir predecir con suficiente grado de certeza las conductas que constituyen infracción y el tipo y grado de sanción del que puede hacerse merecedor quien la cometa, lo que conlleva que no quepa constitucionalmente admitir formulaciones tan abiertas por su amplitud, vaguedad o indefinición, que la efectividad dependa de una decisión prácticamente libre y arbitraria del intérprete y juzgador (SSTC 100/2003, 26/2005 y 242/2005).

			De conformidad con esta doctrina, la jurisprudencia ha entendido que la técnica de tipificación por remisión y en blanco de la Ley al Reglamento, dejando a la potestad reglamentaria por entero y ex novo la definición de las conductas susceptibles de sanción, resulta frontalmente contraria al principio de legalidad en materia sancionadora del art. 25.1 CE (STC 341/1993, de 18 de noviembre, 60/2000, de 2 de marzo; 162/2008, de 15 de diciembre, y 81/2009, de 23 de marzo).

			3.1.3. La aplicación del principio de tipicidad en el ámbito laboral

			El principio de tipicidad se encuentra plenamente garantizado en el ámbito laboral. El art. 1.1 LISOS establece que: «Constituyen infracciones administrativas en el orden social las acciones u omisiones de los distintos sujetos responsables tipificadas y sancionadas en la presente Ley y en las leyes del orden social», a lo que se añade, en su párrafo 3.º, que: «Las infracciones se califican como leves, graves y muy graves en atención a la naturaleza del deber infringido y la entidad del derecho afectado, de conformidad con lo establecido en la presente Ley».

			En ocasiones, al igual que ocurre en el ámbito del procedimiento administrativo común, la tipificación de la infracción se lleva a cabo de forma genérica, lo cual va a implicar la necesidad ulterior de concreción por la vía del Reglamento. Por ejemplo, el art. 12.9 LISOS no hace una remisión expresa al Reglamento para tipificar la conducta infractora, pero de su literalidad se desprende que lo necesita para ser aplicable, dado que califica como muy grave: «La superación de los límites de exposición de los agentes nocivos conforme a la normativa sobre prevención de riesgos laborales origine riesgo de daños graves para la seguridad y salud de los trabajadores». Al no explicitar cuáles son dichos límites, la Administración Laboral necesitará recurrir al Real Decreto 374/2001, de 6 de abril, sobre la protección de la salud y seguridad de los trabajadores contra los riesgos relacionados con los agentes químicos durante el trabajo que los identifica, para determinar si se han excedido en el caso concreto.

			También debe tenerse en cuenta que en el ámbito laboral no sólo las normas legales y reglamentarias son fuente del derecho, sino que también lo son los convenios colectivos. Estos juegan un papel primordial en la función de complemento de la tipificación establecida en la Ley (BLASCO PELLICER, A. 1997, 91). Esta colaboración del convenio colectivo con la norma sancionadora se refleja en muchos preceptos de la LISOS. Como ejemplo, podemos citar el art. 8.8 LISOS en el que se reputa como falta muy grave «la transgresión de las cláusulas normativas sobre materia sindical establecidas en los convenios colectivos».

			
3.2. EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD


			3.2.1. Concepto y regulación constitucional y legal

			Con carácter general, las normas se aplican desde el momento en que entran en vigor. Y sólo los actos que se produzcan con posterioridad a la entrada en vigor, podrán regirse por lo establecido en ellas. Este principio, consagrado en el art. 9.3 CE se conoce como el principio de irretroactividad de las Leyes. La irretroactividad se entiende como incidencia de la nueva Ley en los efectos jurídicos ya producidos de situaciones anteriores, por lo que las normas no podrán ser aplicadas a hechos y situaciones jurídicas producidas con anterioridad a su entrada en vigor. La finalidad de esta prohibición es la de garantizar la seguridad jurídica de los ciudadanos, de forma que no pueden verse afectados por normas que castigan, ex novo, un comportamiento o que agravan la sanción de las actuaciones ya tipificadas en el momento de su comisión (MENÉNDEZ SEBASTIÁN, E. M. 2008, 88).

			En el ámbito del procedimiento sancionador, el principio de irretroactividad determina que sólo serán de aplicación «las disposiciones sancionadoras vigentes en el momento de producirse los hechos que constituyan infracción administrativa» (art. 26.1 LRJSP). Y también debe tenerse presente que las disposiciones sancionadoras sólo producirán efectos retroactivos en cuanto favorezcan al presunto infractor, «tanto en lo referido a la tipificación de la infracción como a la sanción y a sus plazos de prescripción, incluso respecto de las sanciones pendientes de cumplimiento al entrar en vigor la nueva disposición» (art. 26.1 LRJSP).

			3.2.2. Fundamento y alcance de la prohibición de retroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables: la retroactividad «auténtica» y la retroactividad «impropia»

			El fundamento y alcance de la prohibición de retroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, prevista en el art. 9.3 CE y en el art. 26.2 LRJSP, ha sido tratado en repetidas ocasiones por el Tribunal Constitucional. A su juicio, la prohibición absoluta de cualquier tipo de retroactividad conduciría a situaciones congeladoras del ordenamiento contrarias al art. 9.2 CE (SSTC 6/1983 y 126/1987). Por otra parte, dicha regla no supone la imposibilidad de dotar de efectos retroactivos a las leyes que colisionen con derechos subjetivos de cualquier tipo, sino que se refiere a las limitaciones introducidas en el ámbito de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, o en la esfera general de protección de la persona (STC 42/1986).

			Por ello, las normas legales reguladoras de infracciones y sanciones, tanto en el ámbito administrativo como en el social se rigen por la regla de la prohibición de aplicar retroactivamente normas sancionadoras que sean desfavorables, por ser, por ejemplo, más severas que las anteriores.

			Ello comporta dos conclusiones (CORDERO SAAVEDRA, MARTÍN JIMÉNEZ, SEMPERE NAVARRO, GUTIÉRREZ-SOLAR CALVO. 2001):

			1. La comisión de un hecho que no se encuentre tipificado por una norma no puede ser sancionada después con arreglo a una normativa que no existía cuando se cometió la conducta sancionable.

			2. La comisión de un hecho que ha sido tipificado y sancionado por una norma vigente en un determinado momento no puede dar lugar a la aplicación de la norma sancionadora posterior más desfavorable.

			El precepto constitucional, de este modo, no permitiría vigencias retroactivas que produzcan resultados restrictivos o limitaciones de los derechos que se habían obtenido en base a una legislación anterior (STC 97/1990), aunque, sin embargo, la eficacia y protección del derecho individual —nazca de una relación pública o de una privada— dependerá de su naturaleza y de su asunción más o menos plena por el sujeto, de su ingreso en el patrimonio del individuo, de manera que la irretroactividad sólo es aplicable a los derechos consolidados, asumidos e integrados en el patrimonio del sujeto y no a los pendientes, futuros, condicionados y expectativas, de lo que se deduce que sólo puede afirmarse que una norma es retroactiva, a los efectos del art. 9.3 CE, cuando incide sobre «relaciones consagradas» y afecta a «situaciones agotadas» (STC 99/1987).

			3.2.3. El principio de irretroactividad y la restricción de derechos individuales

			En relación con el derecho administrativo sancionador, el principio de irretroactividad de las leyes concierne sólo a las normas sancionadoras no favorables, pero también a aquellas que resultan ser restrictivas de derechos individuales (SSTC 27/1981, 6/1983,150/1990,173/1996 y 112/2006).

			Según la jurisprudencia constitucional la «restricción de derechos individuales» ha de equipararse a la idea de sanción, por lo cual el límite hay que considerarlo referido a las limitaciones introducidas en el ámbito de los derechos fundamentales y de las libertades públicas (Título I de la Constitución) o en la esfera general de protección de la persona (STC 42/1986).

			3.2.4. La aplicación del principio de irretroactividad en el ámbito laboral

			La aplicación del principio de irretroactividad en el ámbito laboral produjo muchos problemas con la entrada en vigor de la LISOS, dado que las infracciones cometidas con anterioridad a su entrada en vigor no podían ser sancionadas conforme a ella y, al alegarse el art. 58 ET1 como base para imponer una sanción, dicha sanción era considerada nula por incumplimiento de los principios de legalidad y tipicidad.

			
3.3. EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD DE LA SANCIÓN


			3.3.1. Concepto y regulación legal

			Otro de los principios específicos en la aplicación del sistema sancionador, aplicable también en el ámbito laboral, es el de proporcionalidad de la sanción, que implica que la sanción debe tener correlación con la infracción. A diferencia de otros principios como el de legalidad, el principio de proporcionalidad no se deriva del art. 25 CE. Así lo afirmó el Tribunal Constitucional en STC 65/1986, de 22 de mayo, por lo que no existe un derecho fundamental a la proporcionalidad abstracta de la pena con la gravedad del delito.

			El juicio sobre proporcionalidad de la pena en relación a un hecho punible que es presupuesto de la misma, prevista por la Ley con carácter general, es de competencia del legislador. A los Tribunales de justicia sólo les corresponde, según la Constitución, la aplicación de las Leyes y no verificar si los medios adoptados por el legislador para la protección de los bienes jurídicos son o no adecuados a dicha finalidad, o si son o no proporcionados en abstracto (STC 65/1986, de 22 de mayo).

			Al ser competencia del legislador determinar qué debe entenderse como sanción proporcional en relación con el hecho punible, es la LRJSP la que sienta las bases sobre las que debe basarse la imposición de sanciones en cualquier procedimiento sancionador que se establezca al efecto por parte de cualquiera otra normativa administrativa (como puede ser la reguladora del procedimiento sancionador en el ámbito laboral). Así, será contrario al principio de proporcionalidad el establecimiento de sanciones administrativas, sean o no de naturaleza pecuniaria, que implicasen, directa o indirectamente, privación de libertad (art. 29.1 LRJSP). De igual modo lo sería el establecimiento de sanciones pecuniarias cuyo cumplimiento fuera más ventajoso para el infractor que el cumplimiento de las normas infringidas (art. 29.2 LRJSP): «El establecimiento de sanciones pecuniarias deberá prever que la comisión de las infracciones tipificadas no resulte más beneficiosa para el infractor que el cumplimiento de las normas infringidas».

			El principio de proporcionalidad supone, en suma, una limitación a la discrecionalidad de la Administración a la hora de imponer una sanción por la comisión de un acto delictivo, de modo que deberá optar por elegir, dentro de las diferentes soluciones posibles, aquella que manifieste una equivalencia entre la gravedad de la infracción y el consiguiente daño al interés general y el daño que implica la sanción. Esto implica que la decisión sancionadora es plenamente controlable en sede jurisdiccional que puede entrar a considerar el cumplimiento de este principio, ponderando en todo caso las circunstancias concurrentes al objeto de alcanzar la necesaria y debida proporcionalidad ente los hechos imputados y la responsabilidad exigida (SSTS de 24 de noviembre de 1987, de 23 de octubre de 1989, de 14 de mayo de 1990 y de 3 de mayo de 1995).
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